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Concepto No.4961
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por los ciudadanos Alejandro León Quiroga, Luís Eduardo Hoffman Delvalle y Jorge Eduardo Zamora Acosta, quienes, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40. 6 y 242.1 de la Constitución Política, han solicitado a la Corte Constitucional que declare la inconstitucionalidad del artículo 268 del Código Civil, cuyo texto completo es el siguiente:

“ARTICULO 268. <REEMBOLSO A TERCEROS>. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona, y quisieren sus padres sacarle del poder de ella, deberán pagarle los costos de su crianza y educación, tasados por el juez”.
1. Planteamientos de la demanda
Los accionantes manifiestan que “la utilización del menor como una prenda de garantía prevista en el artículo 268 del Código Civil no solamente es contraria a la dignidad humana, sino que también supone un claro desconocimiento de los criterios para determinar si se satisfizo el interés superior del menor”, lo que, en su parecer, contradice precisamente lo establecido en los artículos 1º, 5º, 13º, 42º y 44º de la Constitución Política de 1991. 
Resumiendo los argumentos presentados por el accionante, el Ministerio Público considera que lo que principalmente se reprocha a la norma demandada es:

1.1. Vulnerar el principio-derecho fundamental de dignidad humana (artículo 1º, CP), “principio fundante de un Estado Social de Derecho […, pues] en este artículo el menor, que es sujeto de especial protección constitucional, es utilizado como una prenda de garantía para el pago de una obligación nacida del actuar altruista de quienes se han encargado de su cuidado y manutención para protegerlo del abandono por parte de sus padres […] sin que en ningún momento medie interés alguno por otorgarle al menor ‘un trato preferencial, acorde con su caracterización jurídica en tanto sujeto de especial protección, de forma tal que se garantice su desarrollo integral y armónico como miembro de la sociedad’”.      
1.2. Vulnerar los artículos 5º y 42º de la Carta Política, relativos a la primacía de los derechos inalienables de la persona humana y a la familia, al “admitir la posibilidad de mantener indefinidamente un fraccionamiento de este vínculo de mutua colaboración, ayuda y apoyo considerado como institución básica de la sociedad, [la familia,] hasta el cumplimiento de una obligación de carácter patrimonial que, por utilizar al menor como una prenda de garantía, va en detrimento de las relaciones familiares y del interés superior del menor”.     

1.3. Vulnerar las normas constitucionales relativas al derecho a la igualdad (especialmente en lo que tiene que ver la protección que debe brindar el Estado a personas en debilidad manifiesta) y a los derechos fundamentales de los niños, así como las obligaciones internacionales adquiridas por Colombia con relación a estos temas, como es el caso del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 10, numeral 3º), la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 19) y la Convención sobre los Derechos de los Niños (artículo 9º, numerales 2º y 3º), entre otros, al no garantizar la protección debida a los menores que son abandonados por sus padres e incumplir el principio constitucional de acuerdo con el cual se debe dar prioridad al interés superior del menor y, por el contrario, permitir que la separación del menor de sus padres sea “susceptible de extenderse indefinidamente hasta el pago por parte de los padres de los costos de ‘crianza y educación, tasados por el juez’”.  
2. Problema jurídico
Para conceptuar sobre la demanda D-8053, la Jefe del Ministerio Público (e) considera que se debe establecer si el artículo 268 del Código Civil es contrario al principio-derecho fundamental de dignidad humana (artículo 1º constitucional), al derecho fundamental a la familia (artículo 5º constitucional), a la protección que la Constitución ordena que se haga de la misma como “núcleo fundamental de la sociedad” (artículo 42 constitucional), al principio-derecho fundamental de igualdad (artículo 13 constitucional) y a los derechos fundamentales de los niños (artículo 44 constitucional); al establecer la posibilidad de que los padres que han abandonado a un niño, puedan sacarle del “poder” de quien oficiosamente se ha encargado de él, si y sólo si pagan “los costos de su crianza y educación, tasados por el juez”. 
Frente a la norma demandada, la Procuradora General de la Nación  (e) considera que es posible plantear tres hipótesis: i) afirmar que es exequible en aras de proteger los derechos patrimoniales de la persona que se encarga de un menor de edad que ha sido abandonado, siempre y cuando ello no vaya en menoscabo de los derechos del menor; ii) afirmar que es inexequible, por cuanto se vulneran los derechos fundamentales de los menores de edad tal y como argumentan los actores o iii) afirmar que es exequible de manera condicionada, si acaso es posible armonizar los derechos patrimoniales de esa persona y los derechos fundamentales del menor de edad que ha sido abandonado.
Los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, que son el aspecto más relevante para cualquiera de las hipótesis planteadas, merecen un estudio detallado. Por ello, esta Vista Fiscal debe ocuparse con especial cuidado de tales derechos y de sus mecanismos de protección a la luz de la Constitución Política y del bloque de constitucionalidad, para resaltar la condición de sujetos de derecho que tienen los menores de edad y el principio que ordena dar prevalencia a sus derechos respecto de otros que entren en conflicto con ellos. Así, bajo este el marco de referencia se hará el examen de los cargos de la demandada dentro del proceso de verificación de las anteriores hipótesis, con el propósito de establecer cuál debe ser el proceder de la Corte Constitucional. 
3. De la protección especial a los niños en la Constitución Política de 1991, el bloque de constitucionalidad y la legislación nacional. 
Además de las numerosas disposiciones en donde se define la familia y los mecanismos para protegerla como “institución básica de la sociedad” (artículos 5º,42º,43º,45º y 46º constitucionales), la Constitución Política se refiere específicamente a los derechos fundamentales de los niños en su artículo 44, de acuerdo con el cual:

“ARTICULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 

Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” (negrillas fuera del texto). 

Los derechos arriba enunciados, además, han sido reconocidos y desarrollados ampliamente por la legislación nacional en varias leyes
, mereciendo consideración especial el Código para la Infancia y la Adolescencia o Ley 1098 de 2006, cuyo fin es, precisamente, “garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación alguna” (artículo 1º) y cuyo objeto, en el mismo sentido, es: 
“establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la sociedad y el Estado” (artículo 2º).  
En el Código para la Infancia y la Adolescencia, además, se reitera el interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes del que habla el Artículo 44 de la Carta Política, el cual se precisa en los siguientes términos: “se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes” (artículo 8º, negrillas fuera del texto), así como la prevalencia de los derechos, según la cual “en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación a los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier persona. [De igual forma, allí también se establece que:] En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niño o adolescente” (artículo 9º, negrillas fuera del texto). 

Como si ello fuera poco, este mismo Código dispone de medidas referentes a la corresponsabilidad que debe tenerse para con los niños, niñas y adolescentes, la exigibilidad de sus derechos, la responsabilidad parental, sus derechos de protección, su derecho a tener una familia y no ser separados de ella, el régimen de su custodia y cuidado personal, sus derechos a la alimentación, salud, educación, su derecho al desarrollo integral en la primera infancia y sus libertades fundamentales (artículos 10º, 13º, 14º, 20º, 22º, 23º, 24º,27º, 28º, 29º y 37º), así como de un amplio listado de las obligaciones que tienen con ellos la familia, la sociedad y el Estado (artículos 38 al 49), entre otros.

A su vez, la Ley de Protección a la Familia o Ley 1361 de 2009, cuyo objeto es “fortalecer y garantizar el desarrollo integral de la familia, como núcleo fundamental de la sociedad; así mismo, establecer las disposiciones necesarias para la elaboración de una Política Pública para la familia” (artículo 1º) y de acuerdo con la cual “la familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla” (artículo 1º), consagra como principio que el Estado y la sociedad tienen la obligación de realizar una acción preferente “en la implementación de acciones que minimicen la vulnerabilidad de las familias, dentro del contexto del Estado Social de Derecho” (Artículo 2º), lo que claramente incluye una especial protección a los niños, las niñas y los adolescentes como miembros de la misma.  

De conformidad con lo anterior, puede decirse, a grosso modo, que la intención de la Constitución, respetada y desarrollada por el legislador, ha sido reconocer los derechos fundamentales de los niños y especialmente su dignidad humana y derecho a la igualdad, así como garantizar la prevalencia de estos derechos respecto de cualquier otro derecho. De hecho, así lo ha reconocido de manera reiterada la misma jurisprudencia de la Corte Constitucional, al decir que: 

“el principio universal de interés superior del niño, incorporado en nuestro orden constitucional a través del mandato que ordena su protección especial y el carácter prevalente y fundamental de sus derechos, está llamado a regir toda la acción del Estado y de la sociedad, de manera que tanto las autoridades públicas como los particulares, en el ejercicio de sus competencias y en el cumplimiento de las acciones relacionadas con asuntos de menores, deben proceder conforme a dicho principio, haciendo prevalecer en todo caso el deber de asistencia y protección a la población infantil, en procura de garantizar su desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social, así como sus condiciones de libertad y dignidad” (Sentencia C-796/04, M.P. Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL, negrillas fuera del texto). 
Además de esto, la Corte Constitucional también ha insistido en repetidas ocasiones en que: 

“el primer aspecto a resaltar del artículo 44 de la C.P. es la doble categorización que hace de las garantías contempladas para los menores. Por una parte, en su inicio, el artículo establece que los derechos de los niños son fundamentales. Este aspecto ha sido resaltado por la jurisprudencia consti​tucional, dándole las conse​cuen​cias propias que en materia de protección y goce efectivo supone tal condición. El segundo aspecto general que ha de resaltarse es la condición de prevalencia, otorgada por el inciso final de la norma a los derechos de los niños. Esto es, en el caso en que un derecho de un menor se enfrente al de otra persona, si no es posible conciliarlos, aquel deberá prevalecer sobre éste” (Sentencia C-157 de 2002. M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, negrillas fuera del texto).
Y al pronunciarse con respecto al Código de la Infancia y la Adolescencia, el intérprete legítimo y guardián de la supremacía de la Constitución ha señalado que: 
“en cuanto a quién debe proteger a los menores y cómo debe hacerlo, la norma indica que se trata de una obligación concurrente de la familia, la sociedad y el Estado. [Por lo tanto,] a ellos corresponde asistir y proteger a la niñez con dos objetivos: (a) garantizar su desarrollo armónico e integral y  (b) garantizar el ejercicio pleno de sus derechos. Además (…) cualquier persona está legitimada para actuar en defensa de los intereses de un menor, exigiéndole a las autoridades que cumplan con los mandatos que en este sentido les han sido impuestos” (Ibid., negrillas fuera del texto.)  
Por último, explicando el sentido y fundamento que tiene la atención especial a los niños y a las niñas que prevé la Carta Política, la Corte ha explicado también que 

“ese particular reconocimiento y protección [que se hace de los niños en la Constitución Política,] se justifica en cuanto se trata de una población vulnerable, frágil, que se encuentra en proceso de formación y como tal se hace merecedora de una atención especial. Las razones de esa protección, según ha manifestado la Corte, son: “i) el respeto de la dignidad humana que, conforme a lo previsto en el Art. 1º de la Constitución, constituye uno de los fundamentos del Estado Social de Derecho colombiano; ii) su indefensión o vulnerabilidad, por causa del proceso de desarrollo de sus facultades y atributos personales, en su necesaria relación con el entorno, tanto natural como social, y, iii) el imperativo de asegurar un futuro promisorio para la comunidad, mediante la garantía de la vida, la integridad personal, la salud, la educación y el bienestar de los mismos”. (Sentencia C-172/04. M.P. Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, negrillas fuera del texto).
En lo que tiene que ver con los derechos de los niños y el bloque de constitucionalidad (artículo 93 CP
) —cuyo fin es servir de instrumento de recepción del derecho internacional, garantizando la coherencia de la legislación interna con los compromisos ad extra del Estado y, al mismo tiempo, servir de complemento para la garantía de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario en el país—, valga la pena destacar también que la Convención sobre Derechos del Niño (incorporada al ordenamiento jurídico nacional mediante la Ley 12 del 28 de enero de 1991), establece en su artículo 3º que:
“1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada” (Negrillas fuera del texto).
De igual forma, también es relevante resaltar que el artículo 12º de la misma Convención dispone que:  

“1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional” (Negrillas fuera del texto).
De otro lado, el Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (“Protocolo de San Salvador”), adoptado en  San Salvador el 17 de noviembre de 1988, dispone con respecto a la familia lo siguiente:

“Artículo 15 
Derecho a la Constitución y Protección de la Familia 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material. 
2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que se ejercerá de acuerdo con las disposiciones de la correspondiente legislación interna. 
3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada protección al grupo familiar y en especial a: 
a. Conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable después del parto; 
b. Garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia como durante la edad escolar; 
c. Adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la plena maduración de sus capacidades física, intelectual y moral; 
d. Ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación de un ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarrollen los valores de comprensión, solidaridad, respeto y responsabilidad” (Negrillas fuera del texto). 

Por su parte, y también con respecto al derecho universal a la familia, ya la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana de 1948) disponía en su artículo VI que “toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la sociedad, y a recibir protección para ella. [Es decir, toda persona tiene] derecho a la constitución y a la protección de la familia”. De igual forma, también la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos (entrada en vigor el 18 de julio de 1978), estableció con respecto a la familia y a los derechos del niño:

“Artículo 17. Protección a la Familia 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado.
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención.
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.
4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo […]
Artículo 19. Derechos del Niño
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado” (negrillas fuera del texto). 
A pesar de lo anterior, el interés y la prioridad que el constituyente primario quiso otorgarle tanto a la familia como a los menores de edad no se ha limitado al desarrollo atrás indicado sino que ha penetrado al ámbito del derecho penal, en donde se le ha reconocido como un bien jurídico protegido (Ley 599 de 2000, Título VI) y, como consecuencia de ello, se han establecido distintos tipos penales para asegurar su protección, como es el caso la violencia intrafamiliar
 o la inasistencia alimentaria
 y lo que es todavía más relevante, en donde se ha configurado el delito de abandono (Artículo 127 del Código Penal), el cual ha sido ubicado, junto al abandono de hijo fruto de acceso carnal violento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, dentro del título de los delitos contra la vida y la integridad personal. 

Como conclusión de lo anterior, para el Ministerio Público basta con hacer una simple lectura del texto de la Carta Política, así como con consultar los distintos tratados y convenios internacionales de derechos humanos que existen sobre estos temas y su abundante desarrollo legal y jurisprudencial, para comprobar que es evidente que en Colombia los niños gozan de una protección reforzada y complementaria, pues además de las normas que les son directa y específicamente aplicables, son beneficiarios de todos aquellos preceptos que se aplican a los seres humanos en general y que sus derechos constituyen un conjunto de derechos-garantía frente a la acción del Estado y representan un deber para los poderes públicos, quienes están en la obligación de concurrir a su entera satisfacción. 
De igual forma, tanto del texto de Constitución como del bloque de constitucionalidad, se aprecia la vital importancia que tiene el interés superior de los niños en el plano de las políticas públicas y en la práctica administrativa y judicial. De acuerdo con este interés superior o prevalente, como ya se explicaba, en casos de conflicto ha de tomarse aquella medida que asegure la máxima satisfacción posible de los derechos de los niños y la menor restricción de los mismos, no sólo considerando el número de derechos afectados sino también su importancia relativa.

4. Análisis de los cargos formulados contra la constitucionalidad del artículo 268 del Código Civil

4.1. Sobre la manera en que la norma demandada vulnera el principio-derecho de la dignidad humana 
Como se señalaba al inicio de este escrito, para el accionante la norma demandada utiliza a los niños, niñas y adolescentes (los menores de edad) como una prenda de garantía a favor de la persona que se ha hecho cargo de ellos como resultado del abandono de sus padres, sin atender su interés o el trato debido que les corresponde como seres humanos y personas de especial protección y sin procurar su desarrollo integral y armónico. 
En concepto del Ministerio Público esta apreciación de los accionantes es acertada, en tanto que la norma demandada, si bien hace parte del Título XII del Libro Primero del Código Civil, el cual se refiere a “los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos legítimos”, en realidad no protege los derechos de los hijos en absoluto y sólo se refiere indirectamente a los derechos de los padres (y esto incluso en posible contradicción con el artículo 266 del Código Civil, referente a la cesación de los derechos de los padres por abandono
), sino que tiene por objeto principal la protección de los derechos patrimoniales de la persona o personas que voluntariamente han asumido la alimentación y crianza de los mismos. 

De otro lado, bien vale la pena señalar que los terceros que, ya sea por motivo de su parentesco, su altruismo o su deber de socorro, asumen los costos de manutención de un niño, niña o adolescente abandonado, no pueden simplemente abrogarse la facultad de adoptarlo de facto y encargarse de su crianza, sino que aún siendo su intención adoptarlo, se encuentran en el deber de llevarlo a las autoridades respectivas, quienes son las competentes para evaluar sus condiciones y resolver lo que es mejor para su futuro. En este sentido, una persona que se encuentre en la situación fáctica de la que trate la norma demandada no es víctima de una situación forzosa o inevitable, pues tiene la posibilidad y el deber de dar aviso a las autoridades para que se ocupen del menor. De ahí que sea algo irrazonable el pretender fundar en la conducta de la persona que se hace cargo, así sea de manera temporal de un niño, niña o adolescente abandonado, el derecho de “retenerlo” hasta que se le pague lo que ha gastado en su atención y cuidado, según lo tazado por un juez. 
Por lo tanto, la Procuradora General de la Nación (e) se encuentra en la obligación de resaltar que ninguna persona, y mucho menos un menor de edad o cualquier otra persona que se encuentre en una condición de mayor vulnerabilidad, puede cosificarse para ser tenido como objeto. Así, contrario a lo establecido en la norma demandada, debe sostenerse que los niños no pueden servir de garantía del cumplimiento de obligaciones a cargo de sus padres. Esto, pues no resulta lógico, proporcional o humano sumar al abandono inicial una cosificación posterior del niño, niña o adolescente. Por el contrario, ambas circunstancias —el abandono y la cosificación— afectan de manera evidente y grosera la dignidad del menor de edad, en tanto persona, es decir, en tanto sujeto de derechos.     

Por lo tanto, la conducta y el mecanismo autorizado por la norma que es objeto de la demanda que aquí nos ocupa, son contrarias al principio-derecho fundamental a la dignidad humana de los menores de edad, en tanto que somete su custodia y cuidado personal, y con ello también su derechos a la familia y a no ser separados de ella, entre otros, al saldo de una deuda económica que podrían tener sus padres con terceras personas, así como a una decisión judicial que —lejos de determinar cuáles fueron las condiciones en que el menor de edad fue abandonado, de sancionar a sus padres por este abandono o de considerar la voluntad del menor de edad para determinar cuál es mejor manera de proteger sus derechos— sólo tiene por objeto tazar el valor de los costos en que ha incurrido el agente o curador oficioso que se ha hecho cargo de su alimentación y crianza, con el objeto de proteger sus derechos patrimoniales. 
Lo arriba descrito efectivamente representa una violación al principio de la dignidad humana, que, como bien recuerdan los accionantes, “es superior a todos los demás y tiene características de absoluto” (Demanda 8053 de 2010, página 4). La norma demandada, por tanto, desconoce a los menores de edad su condición de personas como fines en sí mismos (Sentencia T-002 de 1992. M.P. Alejandro Martínez Caballero) y en lugar de ello los trata como prenda de garantía, dándoles el mismo trato que se se da en el Código Civil (Artículos 2420 y 2426) a la cosa mueble que cumple este propósito, cuando ellos en realidad son seres humanos
, titulares de los mismos derechos que los adultos, y gozan, además, de una condición especial, por la cual son objeto de una protección reforzada. Así, la regulación legal demandada, que es inaceptable para cualquier persona, repugna aún más cuando se trata de menores de edad, pues como lo reconoce la Constitución, la ley y los tratados internacionales de derechos humanos, “todos los seres humanos comenzamos nuestra existencia siendo niños. Y lo que caracteriza a la infancia es su natural falta de madurez, así como su desvalimiento y su fragilidad […] que irán progresivamente perdiendo a lo largo de su desarrollo. Pero para que ese desarrollo sea posible se hace necesario protegerlos y ello es, sin duda, responsabilidad ineludible de los adultos”
.
De hecho, tal y como en desarrollo de la Carta Política se dispone en el Código para la Infancia y la Adolescencia, “los niños, las niñas y los adolescentes serán protegidos contra: 1. El abandono físico, emocional, psicoafectivo de sus padres, representantes legales o de las personas, instituciones ya autoridades que tienen responsabilidad de su cuidado y atención” (Artículo 20), protección que, en concepto de esta Vista Fiscal, debe garantizarse por parte de las autoridades competentes con medidas eficaces para el restablecimiento de sus derechos (Ley 1098 de 2008, Artículo 53), como podría ser el declarar su adoptabilidad (Ibíd., Artículo 108) y permitiendo su adopción por parte de la persona o pareja que por virtud del deber de solidaridad se ha hecho cargo del mismo (Ibíd., Artículo 67), más no “reteniendo” y cosificando al niño, niña o adolescente abandonado.                                     
De otro lado, es importante precisar que la declaratoria de inexequibilidad del artículo 268 del Código Civil no tiene como consecuencia ningún desmejoramiento de los derechos de los menores o de sus padres y ni siquiera de los del agente o curador oficioso que el artículo demandado busca proteger. Esto, pues mientras los derechos de los menores de edad, los padres y la familia se encuentran ampliamente protegidos por la Constitución, la ley y los tratados internacionales de derechos humanos — que en todo caso prevalecen—, los derechos del agente o curador oficio que se hace cargo del menor abandonado también se encuentran suficientemente protegidos por los principios y normas de derecho civil, de acuerdo con los cuales siempre es posible repetir contra aquel que se ha beneficiado por el acto propio, sin que para ello sea necesario ni legítimo, de ninguna manera, vulnerar los derechos de los menores de edad. 

Es pertinente recordar, así, la Sentencia T-220 de 2004 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), en la cual la Corte Constitucional sostuvo con absoluta claridad que la dignidad humana, “debido al estado de mayor vulnerabilidad se extiende con el fin de garantizar la intangibilidad mental, moral y espiritual del menor. En esta medida se justifican mayores prohibiciones al ejercicio de las libertades de los terceros que puedan afectarlos” (negrillas fuera del texto). 
4.2. Sobre la manera en que la norma demandada contradice el texto y el espíritu de la Carta Política en lo referente a la primacía de los derechos inalienables de la persona humana y el reconocimiento de la familia como institución básica de la sociedad
Con respecto al segundo cargo que formulan los accionantes contra la norma demandada, la Procuradora General de la Nación (e) también considera que les asiste razón, en tanto que el texto del artículo 268 del Código Civil también es contrario a la primacía de los derechos de los menores y al reconocimiento de la familia como institución básica de la sociedad, tal y como se explicará a continuación. 

En primer lugar, resulta casi tautológico explicar que toda acción o medida que vulnera la dignidad humana claramente contradice también los derechos inalienables de la persona humana, por lo que es suficiente con decir que la norma sub examine contradice, entre otros, todos y cada uno de los derechos que le son reconocidos a los menores de edad en el artículo 44 de la Carta Política, la Ley 1361 de 2009, el Código para la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006), la Convención sobre Derechos del Niño (incorporada al ordenamiento jurídico nacional mediante la Ley 12 del 28 de enero de 1991) y el “Protocolo de San Salvador”, entre otros, tales y como son: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, el cuidado y la custodia, la alimentación equilibrada, la educación y la cultura, el derecho a tener una familia y a no ser separados de ella, el derecho a gozar de cuidado y amor, el derecho a la recreación y el derecho a expresar libremente su opinión en todas las cosas que le atañen, así como a que en todas las medidas que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos se otorgue consideración primordial a su interés superior. 
En efecto, la norma demandada autoriza a que quien, motivado por el altruismo, la corresponsabilidad, la solidaridad familiar, el deber de socorro o simplemente la caridad, asume voluntariamente el cuidado y la alimentación del menor abandonado, a retener en su “poder” a éste último incluso en contra de su voluntad —pues la norma no hace referencia alguna respecto del deber de considerarla, ni por los padres, ni por el tercero, ni por el juez—. Así, el proceso se adelanta con el fin de tazar las costas respectivas que allí se describe, permite a los padres del menor de edad —a pesar de que lo hubiesen abandonado, es decir, a pesar de haber incumplido injustamente con su deber jurídico de asistirlo, cuidarlo, protegerlo y otorgarle las condiciones suficientes para garantizarle un desarrollo armónico e integral y el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales, entre otros— “sacarlo del poder” de un tercero para someterlo nuevamente a su “poder”. 
De acuerdo con la norma sub examine, por lo tanto, el pagar los gastos de alimentación autoriza a los padres irresponsables para separar nuevamente al menor de lo que podría llamarse su “familia” y regresarlo al seno de aquella que lo abandonó aún cuando sus padres ya habrían perdido su patria potestad por razón del abandono (Sentencia T-715 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero).
Sin embargo, en concepto del Ministerio Público, esta autorización legal representa un incumplimiento de los deberes del Estado para con los menores de edad y su aplicación supone o supondría un evidente retroceso en el reconocimiento y la garantía de los derechos de éstos últimos, pues como ya se ha señalado en la abundante normatividad aquí recogida y como también lo ha esclarecido la jurisprudencia constitucional, 

“Es una obligación del Estado proteger al niño. No puede haber una simple graduación en la protección, sino que debe ser una protección real, de carácter vinculante absoluto. Luego los programas de protección que el propio Estado ha señalado son de ineludible cumplimiento, es más, son finalidad del Estado por mandato del artículo 2º de la Constitución que establece: "Los fines esenciales del Estado: ... garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución...". La obligación de protección por parte del Estado proviene no solamente de la normatividad interna. Sobre este aspecto de la protección existen numerosos Instrumentos Internacionales que consagran la protección del menor. El Estado debe en todo caso, acudir en protección de los menores cuantas veces sea necesario, empleando óptimamente todos lo mecanismos, medios y programas que la ley señale” (Sentencia T-715 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero, negrillas fuera del texto). 

Así, ante el abandono de un menor de edad, que significa un incumplimiento de los deberes que tienen con él sus padres y, en general, su familia, la actitud del Estado de ninguna manera puede limitarse a la tasación de los costos de su cuidado y alimentación para facilitar su “reembolso” y a autorizar el que se le regrese a quien ha pagado, sino que, como se estipula en la Ley 1098 de 2006 (en desarrollo de lo consagrado en la Carta Política y los instrumentos internacionales), debe orientarse a lograr el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, es decir, a “la restauración de su dignidad e integridad como sujetos y de la capacidad para hacer un ejercicio efectivo de los derechos que le han sido vulnerados” (artículo 50). Lo anterior, pues ésta son: 

“responsabilidad del Estado a través de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, oficiar o conducir ante la policía, las defensorías de familia, las comisarías de familia o en su defecto, los inspectores de policía o las personerías municipales o distritales, a todos los niños, las niñas o los adolescentes que se encuentren en condiciones de riesgo o vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad competente deberá asegurarse de que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar garantice su vinculación a los servicios sociales” (artículo 50, negrillas fuera del texto). 
De hecho, de conformidad con el mismo Código de la Infancia y la Adolescencia, ante la violación de los derechos de los menores de edad, 

“en todos los casos, la autoridad competente deberá, de manera inmediata, verificar el estado de cumplimiento de cada uno de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, consagrados en el Título I del Libro I del presente código. Se deberá verificar:

1. El Estado de salud física y psicológica.

2. Estado de nutrición y vacunación.

3. La inscripción en el registro civil de nacimiento.

4. La ubicación de la familia de origen.

5. El Estudio del entorno familiar y la identificación tanto de elementos protectores como de riesgo para la vigencia de los derechos.

6. La vinculación al sistema de salud y seguridad social.

7. La vinculación al sistema educativo.

PARÁGRAFO 1o. De las anteriores actuaciones se dejará constancia expresa, que servirá de sustento para definir las medidas pertinentes para el restablecimiento de los derechos. 

PARÁGRAFO 2o. Si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá denunciarlo ante la autoridad penal” (negrillas fuera del texto). 

Precisamente con miras a lograr el objetivo al que se refiere la norma citada, el legislador consagró hace poco, en lo que es también un desarrollo del artículo 43 de la Constitución Política, las medidas de restablecimiento de los derechos de las que trata el Capítulo II del Título II de dicho Código (Ley 1098 de 2008), el cual hace referencia a la garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y a la prevención con respecto a los mismos. Dentro de ellas se destacan especialmente: la amonestación a los padres o a las personas responsables del cuidado del menor de edad, la ubicación inmediata en medio familiar, la ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la ubicación en los hogares de paso, la adopción, la ubicación del menor de edad en familia de origen o familia extensa, la ubicación en hogar de paso con asistencia obligatoria a curso pedagógico, la ubicación en hogar sustituto, la promoción de las acciones policivas, administrativas o judiciales pertinentes (artículos 53, 54, 56, 57, 58 y 59), entre otras, las cuales son responsabilidad del Estado y particularmente de las Defensorías de Familia, las Comisarías de Familia y la Policía Nacional, quienes en todo caso deben velar por el interés superior del niño. 

Este interés, como también lo ha explicado la jurisprudencia constitucional,

 “es un concepto de suma importancia que transformó sustancialmente el enfoque tradicional que informaba el tratamiento de los menores de edad. [Pues mientras] en el pasado, el menor era considerado "menos que los demás" y, por consiguiente, su intervención y participación, en la vida jurídica (salvo algunos actos en que podía intervenir mediante representante) y, en la gran mayoría de situaciones que lo afectaban, prácticamente era inexistente o muy reducida […] con la consolidación de la investigación científica, en disciplinas tales como la medicina, la sicología, la sociología, etc., se hicieron patentes los rasgos y características propias del desarrollo de los niños, hasta establecer su carácter singular como personas, y la especial relevancia que a su status debía otorgar la familia, la sociedad y el Estado. Esta nueva visión del menor se justificó tanto desde una perspectiva humanista - que propende la mayor protección de quien se encuentra en especiales condiciones de indefensión-, como desde la ética que sostiene que sólo una adecuada protección del menor garantiza la formación de un adulto sano, libre y autónomo. La respuesta del derecho a estos planteamientos consistió en reconocerle al menor una caracterización jurídica específica fundada en sus intereses prevalentes. Tal reconocimiento quedó plasmado en la Convención de los Derechos del Niño (artículo 3°) […] Conforme a estos principios, la Constitución Política elevó al niño a la posición de sujeto merecedor de especial protección por parte del Estado, la sociedad y la familia (artículos 44 y 45)" (Sentencia T-498 de 1995. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, negrillas fuera del texto).  

Así, en concepto de la Jefe del Ministerio Público (e) el artículo 268 del Código Civil contradice el texto y el espíritu de la Carta Política en lo referente a la primacía de los derechos inalienables de la persona humana y específicamente a la primacía de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, pues permite y autoriza el desarrollo de un procedimiento que no se preocupa en absoluto por los derechos del menor de edad, desconoce las obligaciones y deberes que tienen con él los padres de familia y consagra un mecanismo judicial que tampoco asegura el cumplimiento de los deberes que el Estado tiene con los ellos y con la familia en general.  
En segundo lugar, precisamente con respecto al derecho a la familia, derecho que por lo demás “no es solamente para el padre o la madre [… sino que] es también y fundamentalmente el derecho del niño a que realmente exista un hogar, una familia, y, si ello no se da, [a que] en determinadas circunstancias y provisionalmente el niño pued[a] tener su familia sustituta” (Sentencia T-715 de 1999, M.P. Alejandro Martínez Caballero), la norma demandada tampoco responde a una comprensión correcta de la misma, como la adoptada por la Carta Política, de acuerdo con la cual la familia es “la institución básica” (Artículo 5º) y “el núcleo fundamental de la sociedad” (Artículo 42º), sino que parece aproximarse a la misma desde una postura completamente pragmática, materialista y funcional, que no ve en ella más que una simple asociación civil y voluntaria, en la que incluso priman los intereses y las obligaciones económicas sobre las personas y sus derechos. 
Esto último, por cuanto de acuerdo con la norma demandada los padres parecerían estar legitimados para abandonar a sus hijos y luego recuperarlos tan sólo a cambio de “reembolsar” los gastos a quien se haya hecho cargo de ellos, éste último tendría el derecho de retenerlos hasta tanto no se le “reembolse” el dinero “invertido” y el Estado tan sólo tiene la obligación de proteger al acreedor en sus derechos, pero pudiendo despreocuparse por completo de los derechos de los niños. 
Sin embargo, para la Procuradora General de la Nación (e), el recto equilibrio en los negocios privados no puede servir de argumento para ignorar que:
“El régimen constitucional de la familia, cuya piedra angular es el artículo 42, en concordancia con el artículo 5°, busca hacer de esta institución el ámbito adecuado para que dentro de un clima de respeto, no violencia, e igualdad, sus integrantes puedan desarrollarse a plenitud como seres humanos, con la garantía de intimidad que permita el transcurso de la dinámica familiar sin la intromisión de terceros. Busca, así mismo, lograr un equilibrio entre la estabilidad necesaria para el desarrollo de sus miembros con la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad a que tienen derecho cada uno de sus integrantes, aspecto éste donde cobra especial importancia la existencia de un ambiente de respeto por cada persona y de libre expresión de los afectos y emociones. Porque la Constitución Nacional reconoce en la familia una institución esencialmente dinámica y vital, donde cobran especial importancia los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, la libertad de conciencia, el derecho a la intimidad” (Sentencia C-660 de 2000. M.P. Álvaro Táfur Galvis, negrillas fuera del texto)”. 

Así, para la Jefe del Ministerio Público (e) este último es el fundamento que explica porqué “respecto de la familia surgen para el Estado precisos cometidos de preservación y protección que se orientan a garantizar la existencia y el desarrollo de esta institución como básica de la sociedad” (Ibíd..), como es que en aquellos casos en los cuales el ambiente familiar no resulta ser el más adecuado para el desarrollo integral de los niños —como sucede cuando los padres faltan a sus obligaciones y deberes y, por ejemplo, les abandonan—, y porque “es indispensable la actuación concurrente de la sociedad y del Estado […, ya que] el Estado debe intervenir de manera oportuna dondequiera que los niños puedan ser objeto de maltrato o violencia” (Sentencia  T-1275 de 2005. M.P. Humberto Sierra Porto); lo que definitivamente no se corresponde con la intervención mínima que supone limitarse a tazar los costos en que incurrió quien se ocupo oficiosa y transitoriamente del cuidado y la alimentación de un menor de edad que ha sido abandonado.    

De otro lado, como también lo ha reconocido en numerosas ocasiones la Corte Constitucional, la familia 

“desempeña, por lo general, un papel fundamental en el desarrollo y protección de los menores [En tanto que] son los nexos familiares los primeros que se construyen a partir de los mismos se apropian niñas y niños del lenguaje […] y comienzan a relacionarse con el mundo que los rodea. Gran parte de la autoestima de los menores y de la seguridad en sí mismos depende de la forma como se tejan los vínculos familiares. Un niño rodeado del amor y del bienestar que le pueda brindar su familia suele ser un niño abierto a los demás y solidario. De ahí la necesidad de procurar un ambiente propicio para que los vínculos familiares se construyan con fundamento en condiciones positivas para el desarrollo integral de las niñas y de los niños y de ahí también la importancia que le confiere la Constitución a la protección de la familia” (Ibidem, negrillas fuera del texto). 
Por lo tanto, se reitera, resulta completamente insuficiente y de hecho contradice el deber de protección que existe con respecto a esta trascendental institución que es la familia, que el Estado se limite a exigir que para que el menor abandonado pueda regresar al seno de su hogar sus padres deben primero “rembolsar” los gastos a quien se ha hecho cargo de ellos. Esto, pues incluso si el “abandono” fuese únicamente el resultado de una negligencia simple y no se actualizara el tipo penal establecido en el artículo 127 del Código Penal ni merecieran los padres perder la patria potestad, en todo caso, se requiere de una intervención del Estado muchísimo más dinámica y garantista que la prevista en la norma demandada, que vele no sólo por evitar el eventual fraccionamiento indefinido de la familia que denuncian los accionantes, sino también  actitudes irresponsables por parte de los padres de familia o posibles abusos por parte del agente o tutor oficioso que, en todo caso, se agravarían si es que no se consulta cuál es la voluntad o intención del menor de edad.    
4.3. Sobre cómo el artículo 268 del Código Civil viola el derecho a la igualdad y los demás derechos fundamentales de los niños
Con respecto al tercer y último cargo presentado por los accionantes contra el artículo 268 del Código Civil, aunque bien podría la Jefe del Ministerio Público (e) simplemente remitirse a todo lo anterior, en tanto que es evidente que el uso instrumental que la norma demandada hace del menor de edad abandonado también implica una discriminación injusta y desproporcionada del mismo con relación a los derechos y garantías que se conceden a todos los demás seres humanos y, particularmente, a todos los demás menores de edad —pues la separación de los hijos de sus padres es una excepción a la regla general, dado que en principio todo menor debe estar bajo la custodia de sus padres, se presupone que eso es lo que más se ajusta al interés superior del niño y se considera que los padres van a brindarle el amor y el cuidado que requiere y a garantizarle las condiciones adecuadas de creci​miento y desarrollo integral, pero que en ocasiones precisamente excepcionales ésta puede justificarse si es que ello resulta ser lo que más promueve el interés superior del niño (Sentencia C-157 de 2002. M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa)—, no sobra hacer algunas precisiones. 

En primer lugar, que el tratamiento especial o excepcional al que tienen  derechos los niños, las niñas y los adolescentes, no puede resultar sino de una profunda, ágil y eficaz intervención de la sociedad y especialmente de las autoridades públicas competentes —quienes, como se ha dicho hasta la saciedad, deben propender prevalentemente por el desarrollo armónico e integral del niño, así como su libertad para ejercer todos y cada uno de sus derechos— y de no de un trato arbitrario, injusto, aleatorio y desigual, como resulta ser el descrito por la norma demandada. En este sentido, sea suficiente con decir que tal y como lo dispuso la Declaración de los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, y como bien lo citan los accionantes, “el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento” (negrillas fuera del texto), por lo que cada uno de los Estados Partes de la Convención de los Derechos del Niño, como es el caso del Estado colombiano a partir de la Ley 12 del 28 de enero de 1991, deben velar porque los niños, niñas y adolescentes en su jurisdicción, gocen del respeto y de la aplicación de todas y cada una las normas y derechos que allí se enuncian, “sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o socia, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales” (Artículo 2º, numeral 1º, negrillas fuera del texto), lo cual obviamente incluye al menor abandonado, quien incluso se encuentra en una situación que demanda una mayor protección según lo dispone el artículo 13 de la Constitución Nacional.
En segundo y último lugar, también resulta importante destacar que, como bien señalan los accionantes, la norma demandada también parte y posibilita una serie alternativa de circunstancias en donde podría producirse una separación del menor de edad y sus padres para las que no ofrece una solución que sea acorde con lo ordenado por la Carta Política, el bloque de constitucionalidad y la ley, pero, especialmente, que no coincide ni cumple con lo dispuesto en los artículos 9 y 20º de la Convención Sobre los Derechos del Niño, de acuerdo con los cuales siempre que se determine separar al menor de edad de sus padres se debe garantizar la intervención de todos los interesados y, en todo caso, se debe brindar a los menores de edad una protección y atención estatal especial.           
5.  Conclusión

En mérito de lo expuesto, este Despacho solicita a la Honorable Corte Constitucional declarar inexequible el artículo 268 del Código Civil.  

De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (e)
LJMO/ABG

� Tal es el caso por ejemplo de las normas: Ley 33 de 1992, art. 14; Ley 265 de 1996; Ley 311 de 1996, art. 6; Ley 360 de 1997, art. 5 y art. 12; Ley 418 de 1997, art.14; Ley 468 de 1998; Ley 470 de 1998; Ley 620 de 2000; Ley 670 de 2001; Ley 724 de 2001; Ley 765 de 2002; Ley 833 de 2003; Ley 854 de 2003; Ley 861 de 2003; Ley 934 de 2004, art. 5º, par. 2º; Ley 982 de 2005, art. 24, 25 y 27; Ley 1008 de 2006; Ley 1098 de 2006; Ley 1106 de 2006; Ley 1109 de 2006; Ley 1146 de 2007; Ley 1195 de 2008; Ley 1225 de 2008; Ley 1236 de 2008, art. 4º, 5º, 11º, 12 y 13º; y Ley 1361 de 2009. 


� “ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohiben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 


Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.


El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.


La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él”.





� “ARTICULO 229. VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. El que maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.


La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, una mujer, una persona mayor de sesenta y cinco (65) años o que se encuentre en incapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado de indefensión.


PARÁGRAFO. A la misma pena quedará sometido quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea encargado del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su domicilio o residencia, y realice alguna de las conductas descritas en el presente artículo”.





� “ARTICULO 233. INASISTENCIA ALIMENTARIA. El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando la inasistencia alimentaria se cometa contra un menor.


PARÁGRAFO 1o. Para efectos del presente artículo, se tendrá por compañero y compañera permanente únicamente al hombre y la mujer que forman parte de la Unión Marital de Hecho durante un lapso no inferior a dos años en los términos de la Ley 54 de 1990. 


PARÁGRAFO 2o. En los eventos tipificados en la presente ley se podrá aplicar el principio de oportunidad”.





� “ARTICULO 266. <CESACION DE LOS DERECHOS POR ABANDONO>. Los derechos concedidos a los padres legítimos en los artículos precedentes, no podrán reclamarse sobre el hijo que haya sido llevado por ellos a la casa de expósitos, o abandonado de otra manera”.


� De hecho, de acuerdo con el Código para la Infancia, la Adolescencia y la Familia, “se entiende por niño o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad”. Ley 1098 de 2008, artículo 3º.


� Ana-Paz Garibo Pyró, Los derechos de los niños. En: “Derecho Internacional de los Derechos Humanos: su vigencia para los Estados y para los ciudadanos. Coordinadores: Manuel Ollé Sesé, Luis Acebal Monfort, Nuria Garcia Sanz. Asociación Pro Derechos Humanos de España. 2009. Página 92
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